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Tribunal de Transparencia y Acceso a la  
Información Pública 

 

 Resolución N° 004148-2023-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA 
  

Expediente : 03634-2023-JUS/TTAIP 
Impugnante : FÉLIX ZENON CCOILLO SALAZAR 
Entidad : HOSPITAL SAN JOSÉ DEL CALLAO 
Sumilla :  Declara fundado el recurso de apelación 
 
Miraflores, 20 de noviembre de 2023 
 
VISTO el Expediente de Apelación N° 03634-2023-JUS/TTAIP de fecha 22 de octubre 
de 2023, interpuesto por FÉLIX ZENON CCOILLO SALAZAR contra el Oficio N° 16-
2023-GRC/RASAIP-HSJ-C de fecha 16 de octubre de 2023, mediante el cual el 
HOSPITAL SAN JOSÉ DEL CALLAO denegó la solicitud de acceso a la información 
pública de fecha 13 de octubre de 2023, con registro de expediente N° 2023-0007227.  
 
CONSIDERANDO:  
 
I. ANTECEDENTES 
 

Con fecha 13 de octubre de 2023, el recurrente solicitó a la entidad, le proporcione 
la siguiente información a su correo electrónico:  
 

“1. Copia del cargo del oficio Nro. 001974-2023-GRC/DE-HSJ 
2. Indicarme bajo responsabilidad, si ante la reducción de sanción de 
destitución a suspensión sin goce de haber, que fueron favorecidos los 
servidores Oscar Francisco Coronado Molina y Katherine Luciana Reaño Reaño, 
existe algún inicio de procesos administrativos disciplinarios contra los 
supuestos responsables que ratificaron la sanción de destitución; 
asimismo indicarme si la entidad ha efectuado algún tipo desembolso por 
concepto de remuneraciones dejadas de percibir por el periodo que el 
tribunal del servicio civil resolvió su recurso de apelación en favor de los 
mencionados servidores”. (sic) 

 
Mediante Oficio N° 16-2023-GRC/RASAIP-HSJ-C de fecha 16 de octubre de 2023, 
la entidad atendió la solicitud del recurrente indicando lo siguiente: 
 

“(…) 
En su petitorio no existe expresión concreta y precisa del pedido de información, 
ni precisa datos que propicien la localización o facilite la entrega de información. 
No corresponde al Hospital San José crear información con la que no cuenta, 
siendo INEXISTENTE lo que Ud. Solicita 
Conforme al Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806- Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, aprobado por Decreto Supremo N° 021-2019-
JUS, en su artículo 13° se DENIEGA su solicitud teniendo en cuenta que no 
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corresponde en calidad de Responsable de Atención de Solicitudes, hacer 
entrega de un Informe personal sobre trabajadores, y/o sobre gestiones y/o 
acciones, y/o diligencia de actividades”. (sic) 

 
Con fecha 22 de octubre de 2023, el recurrente interpuso el recurso de apelación 
materia de análisis, al no estar conforme con la negativa de la entidad de entregar el 
ítem 2 de la solicitud de acceso a la información. En ese sentido, el pronunciamiento 
de esta instancia se limitará estrictamente a la atención prestada por la entidad al 
ítem 2 de la solicitud, que ha sido lo cuestionado por el recurrente. 
 
Mediante la Resolución N° 003888-2023-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA se admitió en 
parte el referido recurso impugnatorio y se requirió a la entidad la remisión del 
expediente administrativo generado para la atención de la solicitud del recurrente, así 
como la formulación de sus descargos1, los cuales a la fecha de emisión de la 
presente resolución, no se han presentado. 
 

ll. ANÁLISIS 
 

El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera 
y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga 
el pedido, con excepción de aquella información que afecte la intimidad personal y 
las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
A su vez, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo 
N° 021-2019-JUS2, establece que toda información que posea el Estado se presume 
pública, salvo las excepciones de ley, teniendo las entidades la obligación de entregar 
la información que demanden las personas en aplicación del principio de publicidad.  
 
Por su parte, el artículo 10 de la Ley de Transparencia establece que las entidades 
de la Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida 
si se refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control; asimismo, 
para los efectos de la referida ley, se considera como información pública cualquier 
tipo de documentación financiada por el presupuesto público que sirva de base a una 
decisión de naturaleza administrativa, así como las actas de reuniones oficiales. 
 

Cabe anotar que el segundo párrafo del artículo 13 de la Ley de Transparencia, 
establece que la denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser 
fundamentada por las excepciones de ley, agregando el primer párrafo del artículo 
18 de la referida norma que las excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 
del mismo texto son los únicos supuestos en los que se puede limitar el derecho al 
acceso a la información pública, por lo que deben ser interpretadas de manera 
restrictiva por tratarse de una limitación a un derecho fundamental. 
 
1.1 Materia en discusión 

 
De autos se advierte que la controversia radica en determinar si la entidad 
atendió la solicitud del recurrente conforme a la Ley de Transparencia. 
 

 
1  Notificada a la entidad el 13 de noviembre de 2023, conforme la información proporcionada por la Secretaría Técnica 

de esta instancia. 
2  En adelante, Ley de Transparencia. 
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1.2 Evaluación  
 
Conforme con lo dispuesto por las normas citadas y en aplicación del principio 
de publicidad, toda información que posean las entidades que conforman la 
Administración Pública contenida en documentos escritos o en cualquier otro 
formato es de acceso público, por lo que las restricciones o excepciones 
injustificadas a su divulgación menoscaban el derecho fundamental de toda 
persona al acceso a la información pública. 
 
Con relación a dicho principio, el Tribunal Constitucional ha señalado, en el 
Fundamento 5 de la sentencia recaída en el Expediente N° 3035-2012-PHD/TC, 
que: “De acuerdo con el principio de máxima divulgación, la publicidad en la 
actuación de los poderes públicos constituye la regla y el secreto, cuando cuente 
con cobertura constitucional, la excepción (STC N.° 02579-2003-HD/TC), de ahí 
que las excepciones al derecho de acceso a la información pública deben ser 
interpretadas de manera restrictiva y encontrarse debidamente fundamentadas”. 
 

En ese contexto, el Tribunal Constitucional ha precisado que les corresponde a 
las entidades acreditar la necesidad de mantener en reserva la información que 
haya sido solicitada por el ciudadano, conforme se advierte del último párrafo del 
Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente N° 2579-2003-HD/TC: 
 

“Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad 
se traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que 
existe un bien, principio o valor constitucionalmente relevante que 
justifique que se mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la 
información pública solicitada y, a su vez, que sólo si se mantiene tal 
reserva se puede servir efectivamente al interés constitucional que la 
justifica. De manera que, si el Estado no justifica la existencia del 
apremiante interés público para negar el acceso a la información, la 
presunción que recae sobre la norma o acto debe efectivizarse y, en esa 
medida, confirmarse su inconstitucionalidad; pero también significa que 
la carga de la prueba acerca de la necesidad de mantener en reserva el 
acceso a la información ha de estar, exclusivamente, en manos del 
Estado” (subrayado agregado). 

 
En ese sentido, de los pronunciamientos efectuados por el Tribunal 
Constitucional antes citados, se infiere que toda información que posean las 
entidades de la Administración Pública es de acceso público; y, en caso dicha 
información corresponda a un supuesto de excepción previsto en los artículos 15 
a 17 de la Ley de Transparencia, constituye deber de las entidades acreditar 
dicha condición, debido a que poseen la carga de la prueba. 
 
De autos se aprecia, que el recurrente solicitó a la entidad la siguiente 
información “(…) 2. Indicarme bajo responsabilidad, si ante la reducción de 
sanción de destitución a suspensión sin goce de haber, que fueron favorecidos 
los servidores Oscar Francisco Coronado Molina y Katherine Luciana Reaño 
Reaño, existe algún inicio de procesos administrativos disciplinarios contra los 
supuestos responsables que ratificaron la sanción de destitución; asimismo 
indicarme si la entidad ha efectuado algún tipo desembolso por concepto de 
remuneraciones dejadas de percibir por el periodo que el tribunal del servicio civil 
resolvió su recurso de apelación en favor de los mencionados servidores”; siendo 
que mediante Oficio N° 16-2023-GRC/RASAIP-HSJ-C de fecha 16 de octubre de 
2023, la entidad respondió lo siguiente: “En su petitorio no existe expresión 
concreta y precisa del pedido de información, ni precisa datos que propicien la 
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localización o facilite la entrega de información. No corresponde al Hospital San 
José crear información con la que no cuenta, siendo INEXISTENTE lo que Ud. 
solicita.”. Ante ello, el recurrente interpuso recurso de apelación, al no estar 
conforme con la respuesta brindada respecto del ítem 2 de la solicitud de acceso. 
 
Sobre el particular, cabe señalar que el artículo 10 del Reglamento de la Ley N° 
27806, Ley de Transparencia, aprobado por el Decreto Supremo N° 072-2003-
PCM3, establece que la solicitud de acceso a la información pública debe contar 
con la siguiente información: 
 

“Artículo 10.- Presentación y formalidades de la solicitud 
(…) El uso del formato contenido en el Anexo del presente Reglamento 
es opcional para el solicitante, quien podrá utilizar cualquier otro medio 
idóneo para transmitir su solicitud que contenga la siguiente información: 
(…) d. Expresión concreta y precisa del pedido de información, así como 

cualquier otro dato que propicie la localización o facilite la 
búsqueda de la información solicitada (…)”. 

 

Por su lado, el artículo 11 del Reglamento de la Ley de Transparencia, dispone 
los supuestos en que procede el pedido de subsanación y el plazo para efectuar 
dicho pedido: 

 
“El plazo a que se refiere el literal b) del artículo 11° de la Ley, se 
empezará a computar a partir del día siguiente de la recepción de la 
solicitud de información a través de los medios establecidos en el primer 
párrafo del artículo 10° del presente Reglamento, salvo que aquella no 
cumpla con los requisitos señalados en los literales a), c) y d) del artículo 
anterior, en cuyo caso, procede la subsanación dentro de los dos días 
hábiles de comunicada, caso contrario, se considerará como no 
presentada, procediéndose al archivo de la misma. El plazo antes 
señalado se empezará a computar a partir de la subsanación del defecto 
u omisión. 
En todo caso, la Entidad deberá solicitar la subsanación en un plazo 
máximo de dos días hábiles de recibida la solicitud, transcurrido el cual, 
se entenderá por admitida”. (subrayado agregado) 

 

De lo acotado, se infiere que en el supuesto que la solicitud no cumpla con 
efectuar un pedido concreto y preciso, corresponde a la entidad requerir al 
administrado la subsanación respectiva, para lo cual cuenta con un plazo de dos 
(2) días hábiles; y transcurrido el mismo sin que la entidad haya procedido a 
observar la solicitud formulada, se considera que ésta ha sido admitida. 
 

Teniendo en cuenta ello, esta instancia advierte que el recurrente presentó su 
solicitud de acceso a la información pública el 13 de octubre de 2023, mientras 
que la entidad comunicó la supuesta imprecisión de su pedido con Oficio N° 16-
2023-GRC/RASAIP-HSJ-C de fecha 16 de octubre de 2023, es decir, dentro del 
plazo de dos (2) días hábiles indicado previamente. 
 
Sin perjuicio de ello, sobre la necesidad de la precisión solicitada, cabe señalar 
que la entidad manifestó que el recurrente no precisó o detalló datos que 
permitan una mejor atención a su requerimiento. Al respecto, es oportuno tener 
en consideración lo expresado por el Tribunal Constitucional en el Fundamento 
6 de la sentencia recaída en el Expediente N° 04203-2012-PHD/TC en el que se 
señaló lo siguiente: 

 
3  En adelante, Reglamento de la Ley de Transparencia. 
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“(…) Al respecto, cabe precisar que la emplazada no ha negado que dicha 
documentación exista; simple y llanamente ha argüido que lo requerido es 
impreciso. No obstante ello, este Colegiado considera que en la medida que lo 
solicitado hace referencia a "todos los documentos", ello en modo alguno puede 
ser calificado como impreciso, puesto que no se le ha pedido que discierna qué 
documentos entregar y cuáles no sobre la base de algún criterio; muy por el 
contrario, se ha requerido que brinde copias fedateadas del íntegro de la 
información relacionada a un asunto en particular. 
Pretender que, en el presente caso, el demandante especifique, puntual y 
concretamente, qué documentos son los que peticiona de antemano, resulta a 
todas luces irrazonable por una cuestión de asimetría informativa. Es la 
emplazada la que conoce qué documentos son los que se encuentran 
relacionados a si se efectuó tal comunicación, en la medida que los ha producido 
y custodia”. (subrayado agregado) 
 
Siendo esto así, no resulta amparable que se pueda exigir que los ciudadanos 
denominen de manera exacta la información que requieren, a la luz de la 
asimetría informativa detallada en la jurisprudencia antes citada; más aun si el 
recurrente aportó datos importantes sobre la base de los cuales se pudo efectuar 
la referida búsqueda, en la medida que requirió concretamente si ante la 
reducción de sanción a  los servidores Oscar Francisco Coronado Molina y 
Katherine Luciana Reaño Reaño, existe algún inicio de procedimiento 
administrativo disciplinario contra los que ratificaron la sanción de destitución, y 
si la entidad ha efectuado algún desembolso por concepto de remuneraciones 
dejadas de percibir por el periodo que el Tribunal de Servicio Civil resolvió el 
recurso de apelación en favor de los servidores antes mencionados. 
 
En ese sentido, considerando el petitorio del recurrente, es oportuno señalar lo 
resuelto por el Tribunal Constitucional en el Fundamento 6 de la sentencia 
recaída en el Expediente N° 03598- 2011-PHD/TC, en cuanto precisó:  
 

“6. Por otra parte, el artículo 13° de la Ley 27806, en su tercer párrafo dispone 
lo siguiente: “La solicitud de información no implica la obligación de las 
entidades de la Administración Pública de crear o producir información con la 
que no cuente o no tenga la obligación de contar al momento de efectuarse 
el pedido. En este caso, la entidad de la Administración Pública deberá 
comunicar por escrito que la denegatoria de la solicitud se debe a la 
inexistencia de datos en su poder respecto de la información solicitada. Esta 
Ley tampoco permite que los solicitantes exijan a las entidades que efectúen 
evaluaciones o análisis de la información que posean.  
Sobre esto último, cabe precisar que la Administración Pública 
excepcionalmente puede dar respuesta a los pedidos de información pública 
a través de la elaboración de documentos que consignen la información 
solicitada citando su origen, sin emitir valoraciones ni juicios sobre el 
contenido del pedido, sin que ello suponga la creación de la información 
solicitada, ni contravención alguna al artículo 13° de la Ley N° 27806” 
(subrayado agregado).  

 
En ese sentido, es válido inferir que las entidades de la Administración Pública 
están obligadas a entregar la información con la que cuenten o tengan la 
obligación de contar, pudiendo inclusive extraerla de cualquier documento o 
soporte para reproducirla en un nuevo documento, indicando a qué fuente 
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pertenece, sin que ello implique crear o producir información, ni contravenir lo 
dispuesto por el artículo 134 de la Ley de Transparencia. 

 
Por lo expuesto, podemos concluir que en tanto la entidad cuente o deba contar 
con la información requerida por el recurrente, dicho requerimiento puede 
atenderse ubicando dicha información y extrayéndola para entregarla al 
administrado, sin que ello constituya la creación de información. 
 
Adicionalmente, con relación a la inexistencia de información alegada por la 
entidad, el Precedente Vinculante publicado en el diario oficial El Peruano con 
fecha 11 de febrero de 20205 ha establecido la siguiente regla: 

 
“En tal sentido, cuando las entidades denieguen el acceso a la información 
pública en virtud a la inexistencia de la documentación requerida, deberán 
previamente verificar mediante los requerimientos a las unidades orgánicas 
que resulten pertinentes si la información: i) fue generada por la entidad; y, ii) 
si ha sido obtenida, se encuentra en su posesión o bajo su control; asimismo, 
luego de descartar ambos supuestos, deberán comunicar de manera clara y 
precisa dicha circunstancia al solicitante” (subrayado agregado). 
 

En ese sentido, la entidad deberá agotar la búsqueda de la información 
requerida, mediante los requerimientos a las unidades orgánicas competentes, 
a fin de poder atender la solicitud del recurrente. 
 
En consecuencia, corresponde declarar fundado el recurso de apelación y 
ordenar a la entidad que entregue la información pública requerida, o, en caso 
de inexistencia de la misma, informe de manera clara y precisa respecto de dicha 
circunstancia al administrado, conforme lo dispuesto en el precedente de 
observancia obligatoria citado previamente. 

 
Finalmente, en virtud a lo dispuesto por los artículos 30 y 35 del Reglamento de la Ley 
de Transparencia, aprobado por Decreto Supremo N° 072-2003-PCM, en aplicación de 
la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, corresponde a cada entidad determinar la 
responsabilidad en que eventualmente hubieran incurrido sus funcionarios y/o 
servidores por la comisión de presuntas conductas infractoras a las normas de 
transparencia y acceso a la información pública. 
 
En virtud al descanso vacacional de la vocal de la Segunda Sala Vanesa Vera Muente, 
del 17 al 20 de noviembre de 2023, interviene la Vocal Titular de la Primera Sala de esta 
instancia Tatiana Azucena Valverde Alvarado, de conformidad con lo dispuesto en la 
Resolución N° 031200252020, de fecha 6 de agosto de 2020, la que señaló el criterio 
de reemplazo en el caso de vacaciones de un vocal6, y la RESOLUCIÓN N° 000004-

 
4     “Artículo 13.- Denegatoria de acceso 

La entidad de la Administración Pública a la cual se solicite información no podrá negar la misma basando su decisión 
en la identidad del solicitante. 
La denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser debidamente fundamentada por las excepciones de 
los artículos 15 a 17 de esta Ley; y el plazo por el que se prolongará dicho impedimento. 
La solicitud de información no implica la obligación de las entidades de la Administración Pública de crear o producir 
información con la que no cuente o no tenga obligación de contar al momento de efectuarse el pedido. En este caso, 
la entidad de la Administración Pública deberá comunicar por escrito que la denegatoria de la solicitud se debe a la 
inexistencia de datos en su poder respecto de la información solicitada. 
(…)” 

5  Dicho precedente se encuentra publicado también en la página web del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 

en el siguiente enlace: https://www.minjus.gob.pe/wp-content/uploads/2020/02/Resolucio%CC%81n-N%C2%B0-
010300772020.pdf. 

6  En esta resolución se consigna el Acuerdo de Sala Plena de fecha 3 de agosto de 2020, conforme al cual en el caso 
de vacaciones de un vocal: “El reemplazo se realiza según el criterio de antigüedad, iniciando con el Vocal de la otra 
Sala con la colegiatura más antigua hasta completar un período de treinta (30) días calendario, consecutivos o no, 
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2023-JUS/TTAIP-PRESIDENCIA, de fecha 23 de marzo de 2023, la que estableció el 
orden de antigüedad de los vocales del Tribunal de acuerdo a la fecha de su 
colegiatura7; 
 
De conformidad con lo previsto por el artículo 6 y el numeral 1 del artículo 7 del Decreto 
Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, Fortalece el Régimen de Protección 
de Datos Personales y la Regulación de la Gestión de Intereses; 
 
SE RESUELVE:  
 

Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de apelación presentado por FÉLIX 
ZENON CCOILLO SALAZAR; en consecuencia, ORDENAR al HOSPITAL SAN JOSÉ 
DEL CALLAO que entregue la información pública solicitada por el recurrente, conforme 
a los fundamentos de la presente resolución. 
 
Artículo 2.- SOLICITAR al HOSPITAL SAN JOSÉ DEL CALLAO que, en un plazo 
máximo de siete (7) días hábiles, acredite la entrega de la información solicitada a FÉLIX 
ZENON CCOILLO SALAZAR. 
 
Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS. 
 
Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a FÉLIX 
ZENON CCOILLO SALAZAR y al HOSPITAL SAN JOSÉ DEL CALLAO, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 18 de la norma antes citada.   
 
Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.minjus.gob.pe).   

 

 
JOHAN LEÓN FLORIÁN 

Vocal Presidente        
                    

                                                   
     VANESSA LUYO CRUZADO TATIANA AZUCENA VALVERDE ALVARADO 

   Vocal                             Vocal 
 
 
vp: vlc 

 
con independencia del Vocal o Vocales reemplazados. Una vez completado el referido período, corresponderá el 
siguiente reemplazo con el Vocal que le sigue en mayor antigüedad de colegiatura y así sucesivamente”.  

7  Conforme a dicha resolución en el caso de los vocales de la Primera Sala, dicho orden de antigüedad es el siguiente: 
vocal Luis Guillermo Agurto Villegas, vocal Segundo Ulises Zamora Barboza y vocal Tatiana Azucena Valverde 
Alvarado. 

http://www.minjus.gob.pe/

